INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 5 DE AGOSTO DE 2015 RELATIVO A LA COMPROBACIÓN MATERIAL DE LA INVERSIÓN Y AL ACTO ADMINISTRATIVO DE RECEPCIÓN DE LA OBRA. DOCUMENTACIÓN DEL EXPEDIENTE.

Modalidad de informe: Discrepancia.

Áreas temáticas: Contratación. Función Interventora.

Informe vigente.

Se ha recibido en esta Intervención General escrito de discrepancia, planteada por la Dirección General de Infraestructuras y Servicios de la Consejería de Educación, Juventud y Deporte, de conformidad con el artículo 88.1.a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable Ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

La discrepancia surge como consecuencia del informe formulado por el Interventor actuante en la comprobación material de la inversión derivada del contrato de obras “Construcción de 6 unidades de E.S.O. y 3 aulas complementarias en el Colegio Federico García Lorca de Camarma de Esteruelas- Madrid”.
Se acompaña, junto al escrito de discrepancia, determinada documentación, acreditándose los siguientes

ANTECEDENTES
1. Con fecha 16 de diciembre de 2014, se solicita a esta Intervención General la designación de representante para asistir a la recepción de las obras relativas al contrato “Construcción  de 6 unidades de E.S.O. y 3 aulas complementarias en el Colegio Federico García Lorca de Camarma de Esteruelas”, adjudicado a la empresa SERANCO, S.A.U., por un importe de 949.720€.
2. Con fecha 17 de diciembre de 2014, por este Centro Fiscal  se procedió a la designación de representante para la asistencia a la comprobación material de la inversión.
3. Con fecha 27 de marzo de 2015, se realiza el acto de recepción de la obra. Según consta en el acta levantada al efecto, a dicho acto asistieron el representante de la Comunidad de Madrid, la Dirección Técnica, el contratista y el Interventor designado en representación de esta Intervención General.
En el  Acta se refleja como resultado del acto de recepción “conformidad con observaciones” y a la misma se adjuntó un informe emitido por el representante de esta Intervención, en el que manifiesta, sustancialmente: la existencia de modificaciones del proyecto aprobado que no son meras variaciones de medición, sin que exista constancia documental de que se hubiera tramitado el proyecto modificado; que se requirió en varias ocasiones determinada documentación, al objeto de la fiscalización de lo realmente ejecutado, relativa a varios capítulos y partidas y que la misma no fue aportada por lo que se excluye a dichos capítulos expresamente de la fiscalización del acto de comprobación material.

4. Con fecha  9 de junio de 2015 tiene entrada en esta Intervención General, discrepancia planteada por el Director General de Infraestructuras y Servicios al acto de recepción desfavorable de la obra del Interventor designado. 

La discrepancia formulada no se acompañó de los antecedentes necesarios ni fue elevada por conducto de la Unidad de comprobación material del gasto. Estas circunstancias determinaron,  que con fecha 17 de junio de 2015, se procediese a su devolución al órgano gestor para su correcta tramitación, conforme a lo establecido en la Instrucción de 28 de marzo de 2006 de este Centro Directivo, por la que se establece el procedimiento de elevación de las consultas y discrepancias planteadas ante la Intervención General.

5. Posteriormente, con fecha 15 de julio de 2015, tiene entrada nuevamente en esta Intervención General la discrepancia formulada, acompañada de un informe y de determinada documentación. 
En el informe se exponen las razones en las que se sustenta el criterio mantenido por el citado Centro Directivo y que, en síntesis, son las siguientes: que el Interventor dispuso con anterioridad al acto de comprobación material de toda la documentación existente y precisa para realizar su labor de fiscalización de los capítulos a los que alude en su informe; que en el acto de la comprobación material se aportó la documentación y que las cuestiones que se plantean por el Interventor son erróneas y habrían sido de fácil aclaración si lo hubiera demandado.
Tras el análisis de los antecedentes anteriormente descritos, y a fin de resolver la discrepancia, esta Intervención General considera oportuno hacer las siguientes
CONSIDERACIONES

I

De acuerdo con el artículo 83.2.d) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en relación con los artículos 7, 9 y 10 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, la comprobación material de la inversión se configura como una modalidad del ejercicio de la función interventora  consistente en la intervención de la aplicación o empleo de las cantidades destinadas a obras, suministros, adquisiciones, servicios y subvenciones, mediante la realización de todo tipo de comprobaciones, tanto físicas como documentales, que resulten precisas. 
Debe de entenderse la comprobación material de la inversión, como uno de los métodos para la verificación de la regla del “servicio hecho”, que rige el reconocimiento de las obligaciones y su posterior pago, que con carácter general se recoge en los artículos 39.2 y 73 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, en virtud del cual,  la Administración no puede proceder al abono de una prestación o servicio hasta que el acreedor haya cumplido íntegramente o garantizado el cumplimiento de su obligación y conste documentada la realización de la misma. 
En este sentido, la fase procedimental en la que se encuadra la realización de esta actuación, es la del reconocimiento de obligaciones o de las propuestas de pago. Así, el Decreto 45/1997, de 20 de marzo, en el artículo 23.2, dispone que en este momento: “(...) deberá quedar documentalmente acreditado que se cumplen todos los requisitos necesarios para el reconocimiento de la obligación a cargo de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, entre los  entre los que se encontrará, en su caso, el resultado favorable de la comprobación material de la inversión”. Por su parte,  el artículo 25, en el apartado 1, establece que: “Antes de reconocer la obligación o proponer el pago se verificará materialmente la efectiva realización de las obras, servicios, adquisiciones y subvenciones financiadas con fondos públicos, y su adecuación al contenido de la correspondiente orden de concesión, contrato o negocio jurídico” y, en el apartado 2, que se realizará por el delegado designado por el Interventor General de la Comunidad de Madrid.
Por ello, la finalidad de la comprobación material será verificar si la realidad física de la inversión se ajusta al proyecto, a las prescripciones técnicas y a las demás condiciones establecidas en el correspondiente expediente de gasto, siempre que ello sea posible por ser el objeto del gasto tangible, es decir, susceptible de inspección física, tal y como se recoge en la Instrucción segunda de la Circular 1/1997, de 26 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se dictan instrucciones sobre comprobación material del gasto en contratos, convenios y subvenciones.
II

En el ámbito contractual, la  comprobación material de la inversión está unida a la extinción de los contratos (cumplimiento o resolución). El artículo 222 del Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (en adelante TRLCSP), establece en relación con el cumplimiento de los contratos y la recepción de la prestación, lo siguiente:
“1. El contrato se entenderá cumplido por el contratista cuando éste haya realizado, de acuerdo con los términos del mismo y a satisfacción de la Administración, la totalidad de la prestación. 

2.  En todo caso, su constatación exigirá por parte de la Administración un acto formal y positivo de recepción o conformidad dentro del mes siguiente de haberse producido la entrega o realización del objeto del contrato, o en el plazo que se determine en el pliego de cláusulas administrativas particulares por razón de sus características. A la Intervención de la Administración correspondiente le será comunicado, cuando ello sea preceptivo, la fecha y lugar del acto, para su eventual asistencia en ejercicio de sus funciones de comprobación de la inversión".
Determina a su vez el artículo 235.2, para el contrato de obras, que: 
"Si se encuentran las obras en buen estado y con arreglo a las prescripciones previstas, el funcionario técnico designado por la Administración contratante y representante de ésta las dará por recibidas, levantándose la correspondiente acta y comenzando entonces el plazo de garantía.
Cuando las obras no se hallen en estado de ser recibidas se hará constar así en el acta y el Director de las mismas señalará los defectos observados y detallará las instrucciones precisas fijando un plazo para remediar aquéllos. Si transcurrido dicho plazo el contratista no lo hubiere efectuado, podrá concedérsele otro nuevo plazo improrrogable o declarar resuelto el contrato.”
En virtud de lo anterior, la recepción se configura como un acto administrativo que comprende, por una parte, la verificación de la efectiva realización de la obra y su adecuación a las prescripciones del contrato y, por otra, como resultado de esta actuación administrativa material,  la declaración de voluntad de la Administración de que la obra es aceptada por la misma,  esto es,  que se da por recibida pudiendo ser destinada al uso o servicio público previsto.
Asimismo, la recepción está sujeta a un requisito de carácter formal, como es su constancia en un acta, que tiene carácter “ad probationem” y no “ad solemnitatem”, es decir, es un documento administrativo (acto instrumental) probatorio y no constitutivo de la recepción
, se limita a declarar, conforme o disconforme, una situación fáctica preexistente a la que el ordenamiento jurídico seguidamente le atribuye unos efectos, pero no creará situaciones jurídicas ex novo.
En consecuencia, el resultado del acto de recepción se reflejará en un acta levantada al efecto, que será de conformidad, cuando se verifique que las obras se encuentran en buen estado y con arreglo a las prescripciones previstas. En caso contrario, no podrían recibirse de conformidad por el representante de la Administración, debiendo constar en el acta los defectos observados, las medidas a adoptar y el plazo para subsanarlos.
III
Resulta conveniente incidir sobre el contenido que debe tener el acta que se suscriba, por cuanto que es un aspecto que va a ser considerado a los efectos de resolver la presente discrepancia. 
De acuerdo con el artículo 25.6 del Decreto 45/1997, el resultado de la comprobación material de la inversión se reflejará en acta que será suscrita por todos los que concurran al acto de recepción y en la que se harán constar, en su caso, las deficiencias apreciadas, las medidas a adoptar para subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes del acto de recepción.
En el mismo sentido, la Circular 1/1997 de la Intervención General, en su instrucción sexta, establece lo siguiente en relación con el resultado de la comprobación material:
"(…)3. Cuando el objeto de que se trate se encuentre en buen estado y con arreglo a las respectivas prescripciones, el interventor designado suscribirá el acta que se levante, acreditativa del resultado de la comprobación material. 

4. De observarse deficiencias de escasa entidad que no impidan la entrega del bien al uso o servicio al que esté destinado, podrá realizarse la recepción o comprobación material, pero se harán constar en el acta para su subsanación con anterioridad a la tramitación de la propuesta de pago. 

Dicha subsanación se acreditará mediante un certificado expedido por el Director Técnico o por el representante de la Administración.

5. Si no se encuentra en buen estado o no se ajusta a las condiciones previstas, se harán constar en el acta los defectos observados, así como las medidas a adoptar, concediéndose un plazo para su subsanación. Expirado el plazo concedido, será necesario efectuar un nuevo reconocimiento para comprobar si se han subsanado (…).”.
IV
Realizadas las anteriores consideraciones, procede ahora entrar en el análisis del caso que nos ocupa.

Según se indica en el acta que se aporta al expediente, al acto de recepción asistieron, el representante de la Administración, que es el responsable y sujeto activo de la recepción; el Director Técnico, como responsable directo de la ejecución de las obras; el representante designado por esta Intervención General para llevar a cabo la fiscalización material de los fondos públicos y el contratista a fin de garantizar su audiencia en dicho acto. 
El acta y su anexo no fueron firmados por todos los asistentes al acto de recepción. Así, en el anexo, no consta la firma del representante de la Administración contratante y aparece una rúbrica que no se identifica como correspondiente a uno de los miembros de la comisión receptora. Tampoco consta que el interventor designado haya firmado el acta y su anexo, solamente el informe en el que de forma individual expresa las opiniones que estimó pertinentes.
Como se ha señalado, el requisito de que el acta debe de ser suscrita por todos los asistentes a la recepción, viene recogido expresamente en el artículo 25.6 del Decreto 45/1997. Por su parte, en el actual modelo de acta, que fue informado favorablemente por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid mediante Acuerdo 2/2005, de 27 de octubre, se consigna expresamente que el acta y todas las hojas del anexo deberán ir firmados por todos los asistentes.
La firma en todas y cada una de las hojas que componen el acta responde a la necesidad de garantizar la certeza y seguridad del acto de recepción.
A esta práctica jurídica, habitual en la Administración, de firmar cada una de las hojas de un documento se refiere el informe 4/2013, de 27 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón, que dice lo siguiente:

“(…) En la doctrina administrativa, suele definirse la firma como el nombre o signo gráfico que una persona escribe en un documento público o privado, haciendo suyo o dando su conformidad al contenido del mismo.

La sentencia del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 1999, de forma precisa nos recuerda como: «de todos es sabido que uno de los requisitos más importantes de todo documento (quizás el más importante) es el de su firma o firmas por ser el que refrenda y da validez a su autenticidad. Si faltan las firmas el documento carece de validez y si son falsas deviene también inocuo por simulado. De manera que el Tribunal Supremo, hace suya la regla jurídica o máxima contractual,  conforme al cual la «scriptura, in qua nulla subscriptio, nullam facit fidem». (…)

Es posible pues afirmar, y es cierto, que ninguna norma de Derecho positivo (legal o reglamentaria), establece la obligación de firmar todas y cada una de las hojas de contrato. Pero no es menos cierto, que una buena práctica jurídica aconseja y recomienda la firma de todas y cada una de las páginas (hojas o folios) que comprenda la redacción del documento contractual. En primer lugar, porque la firma de todas y cada una de las hojas impide, en la medida de lo posible la alteración del documento, es decir, obstaculiza su manipulación; y, en segundo lugar, porque constituye un medio de prueba definitivo del consentimiento a todas las cláusulas del contrato.

Y esta práctica jurídica, no es sino consecuencia de los principios de seguridad jurídica y buena administración, de buena fe y confianza legítima, que reclaman certeza y certidumbre, diligencia y evitación de posibles daños y perjuicios. Principios, a su vez, que todo cargo o empleado público, debe perseguir y cumplir, pues forma parte del contenido de su posición fiduciaria en relación con la sociedad a la que sirven (…)”.

Por los motivos expuestos, la firma de los asistentes al acto de recepción es un requisito esencial del Acta, que no resulta acreditado en el presente expediente. 
Respecto de la actuación del Interventor, conviene aclarar, que en el supuesto de que el Interventor disienta en su valoración con la efectuada por el representante de la Administración contratante, aquél deberá hacer constar las deficiencias que observe y los motivos que la justifiquen así como los  hechos y circunstancias que considere relevantes, en el propio acta o en un informe individual ampliatorio anexo a la misma, (si bien en este último caso dejará constancia de esta circunstancia en el acta) y, deberá suscribirla, dado que con su firma lo que viene a expresar es su aceptación al contenido del documento
 y no su conformidad con la opinión del representante y sujeto activo del acto de recepción.
Por otra parte, el acta de recepción se suscribe por el representante de la Administración contratante, en términos de "conformidad con observaciones". Concretamente, en el Anexo se recogen como observaciones, las siguientes:

“Se deberá aportar: 

- Certificado de Industria de I. Agua.

- Legalización de instalación de incendios.

- Legalización de instalación de ventilación.

- Inscripción de instalación de gas en Industria.

- Remates varios de cerrajería, carpintería etc.”.
Conforme a lo indicado, considera este Centro Directivo, que lo que se está poniendo de manifiesto por la Dirección Facultativa no son observaciones sino defectos, por lo que no podría entenderse que la declaración de voluntad del representante de la Administración sea la de dar las obras por recibidas, dado que se tendría que haber concedido un plazo para la subsanación de los mismos, debiendo seguir el contratista las instrucciones del Director Técnico y una vez expirado dicho plazo, sería necesario convocar un nuevo acto de comprobación. Tampoco consta que los defectos hubieran sido considerados como deficiencias de escasa entidad, otorgándose plazo para su subsanación.

Por último, en el anexo se incluye lo siguiente: “El Interventor aporta escrito de 8 hojas que será contestado una vez sea analizado”. De acuerdo con lo expresado, si el análisis del informe que contiene las opiniones y argumentos del Interventor sobre la recepción, se deja para un momento posterior, podría entenderse que no es voluntad del representante de la Administración contratante dar las obras por recibidas, pues en otro caso, se estaría adoptando un acuerdo sin conocer previamente cual es la valoración del Interventor, con la cual, podría no haber coincidencia.
Teniendo en cuenta que el acta no recoge de forma inequívoca la declaración de voluntad del representante de la Administración contratante y que no fue suscrita por todos los asistentes al acto de recepción, se puede concluir,  que la misma contiene defectos o errores que deben ser subsanados.
V
Llegados a este punto, procede analizar el contenido del informe emitido por el Interventor actuante, en el que concluye diciendo que:”(…) se excluye de esta comprobación y de todos los actos posteriores todo aquello de lo que se ha solicitado documentación y no se aporta en tiempo y forma así como de aquellos capítulos que han sido objeto de modificación y no se cuenta con la documentación mínima exigida por el TRLCSP además de la normativa técnica correspondiente, especialmente, capítulos I, II, XVIII, partida 09.07”.
Como ha quedado expuesto, en el ejercicio de esta modalidad de función interventora, las comprobaciones a efectuar por el Interventor son tanto documentales como materiales. Dada la trascendencia de esta función para la verificación del empleo de los fondos públicos, el acto de comprobación debe rodearse de una serie de requisitos tendentes a asegurar su adecuado desarrollo y cumplir su finalidad. Entre estos requisitos, la instrucción quinta de la Circular 1/1997, de 26 de julio, establece que  el Interventor y, en su caso, el facultativo técnico que le asesore, deberán disponer con la suficiente antelación de la documentación necesaria para su adecuado estudio, entre la que podrá figurar cualesquiera de los documentos que formen parte del expediente administrativo y cuanta documentación sea precisa para el buen fin del acto.
En este sentido, en virtud de lo dispuesto en el artículo 83.3.c) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre y en el artículo 3.4 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, la Intervención General y las Intervenciones Delegadas podrán recabar de los distintos órganos que integran el sector público autonómico, cuando la naturaleza del acto, documento o expediente que deban ser intervenidos lo requiera, el asesoramiento jurídico y los informes técnicos que consideren necesarios, así como los antecedentes y documentos precisos para el ejercicio de la función interventora. 
Por ello, el Interventor podrá solicitar al órgano gestor, al amparo de los preceptos señalados, los documentos que resultan indispensables para realizar la comprobación material de la inversión,  exponiendo los motivos en los que apoya su petición. Asimismo, se indicará al órgano requerido, que la solicitud de documentación suspende el plazo para ejercer la función interventora, de acuerdo con el artículo 14.3 del citado Decreto.
En el presente expediente, el Interventor designado al considerar que no disponía de la documentación necesaria para realizar la comprobación material, solicitó de la Dirección Facultativa en varias ocasiones, determinados documentos por correo electrónico. En contestación al requerimiento efectuado, la Dirección Facultativa informa por esta misma vía (correos de fechas 17 de febrero y 10 de marzo de 2015), que parte de los documentos solicitados que figuran en el Libro del Edificio, se aportarán el día de la recepción y que otros, al suponer una mera asistencia técnica a la Dirección Facultativa, borradores de trabajo, variables y no concluyentes, no se incorporan al expediente.  No consta en el expediente ni se acredita por el órgano discrepante que se aportara la totalidad de la documentación solicitada. 
Este hecho resulta confirmado en virtud de lo expresado por el Director Facultativo en el informe que se adjunta al escrito de discrepancia, en el que de forma reiterada manifiesta, que el Interventor dispuso de la documentación precisa para realizar su labor de fiscalización, alegación, que no desvirtúa por si misma el hecho de que no se atendiera debidamente el requerimiento efectuado y que, además, se reconoce expresamente al indicar que no se aportó la documentación que se consideraba que no formaba parte del expediente, por ser meros documentos de trabajo en obra de la Dirección Facultativa, así como otra, que se puso a su disposición el misma día de la realización del acto de recepción, si bien el Interventor no quiso revisarla. Respecto de este último extremo, se considera oportuno aclarar, por una parte, que el Interventor podrá requerir tanto la documentación que forme parte del expediente como  aquella otra que considere indispensable para el buen fin del acto, previa justificación de su necesidad y, por otra, que sorprende a este Centro Fiscal, que en el informe justificativo de la discrepancia, suscrito además de por la Dirección Facultativa por otras personas que no forman parte de la comisión receptora, se expongan incidencias del acto de recepción, que, pudiendo haber sido recogidas en el acta que se levantó al efecto o en un documento separado, no se hizo y sí ahora con motivo de la formulación de la discrepancia.
Sería deseable que el principio de colaboración que se recoge en el artículo 5.1 del Decreto 45/1997, presidiera el procedimiento de la comprobación material, exigiéndose entre los distintos sujetos que en ella participan la máxima colaboración, en orden a garantizar el eficaz cumplimiento de la finalidad que el ordenamiento jurídico le atribuye.
Dicho lo cual, respecto del carácter que deba darse al informe emitido por el Interventor el día 27 de marzo de 2015, en un principio, se podría estimar que dado que lo que se viene a poner de manifiesto es una falta de documentación que le ha impedido ejercer la función interventora, realmente no se ha emitido un informe fiscal desfavorable y, como consecuencia, no se podría  plantear discrepancia al mismo. 
No obstante, en el presente caso, el Interventor no se ha limitado a indicar exclusivamente una falta de documentación, sino que además ha emitido un juicio, ha dado su opinión sobre si la ejecución de la obra se ha adecuado a las prescripciones del contrato así como sobre los defectos observados. Es decir, la documentación de la que dispuso, le permitió realizar la valoración de la obra contratada y poder concluir, respecto a la obra ejecutada por el contratista, que  la misma no guarda concordancia con la proyectada y contratada. Por tanto, se debe considerar que el Interventor actuante emitió un informe de fiscalización desfavorable que tiene la consideración de reparo, y sobre el que el centro gestor por no estar conforme con el mismo ha planteado discrepancia ante esta Intervención General.
Esta constatación del Interventor designado, ha sido valorada de forma detallada mediante informe complementario emitido por el responsable de la Unidad de comprobación material del gasto, a la vista de la documentación relativa al expediente de discrepancia formulada por la Dirección General de Infraestructuras y Servicios de la Consejería de Educación, Juventud y Deporte, así como de la relativa al expediente completo de control material aportada por el Interventor actuante.  
Respecto de la modificación en la cimentación, el órgano gestor fundamenta su opinión discrepante en el hecho de que de acuerdo con el informe técnico del Director Facultativo:” (…) Las revisiones de los proyectos, realizadas habitualmente en todas las unidades, arrojan resultados que permiten a la Dirección Facultativa de las obras decidir sobre las mismas, provocando variaciones en las citadas unidades en sus mediciones o trazados, como en el presente caso, manteniendo la definición de las partidas aprobadas en el contrato y la tipología de la cimentación (…)”.
En contestación a lo alegado, se señala que, la Dirección Facultativa, previo estudio del proyecto y del terreno, ha autorizado un cambio que supone modificar la geometría de la cimentación, reduciendo su número de elementos y su seguridad también.  El origen de los cambios es la revisión rutinaria del proyecto, en ella se detectó que el diseño del proyecto está sobredimensionado y que puede reducirse el número de pilotes, esto es, reducir su coste. También se reduce la seguridad, la nueva cimentación está más ajustada a las cargas.
De este modo, la interpretación que hace la Dirección Facultativa no es correcta. La reducción de la medición supone un cambio en las características de la cimentación y la prueba es que se ha hecho un recalculo de la cimentación y un nuevo plano de planta. El recalculo era necesario para comprobar la seguridad de la cimentación y el plano era necesario porque al haber menos pilotes debía cambiar la forma de los encepados y, más importante aún, debía definirse la nueva situación de los pilotes. 
Por los motivos expuestos, resulta acreditado que la cimentación ejecutada no se corresponde con la del proyecto, por lo que nos encontramos ante un supuesto de modificación del contrato, sin haberse observado el procedimiento exigido por la normativa contractual. Es decir, se habría producido un “reformado anticipado”, hecho del que se dejó constancia en el informe del Interventor actuante que se adjuntó al acta y en el que se formula una opinión desfavorable a la recepción. Asimismo, también resulta acreditado en el acta, así como en los informes del   Interventor actuante  y del Interventor delegado, la existencia de defectos y actuaciones que no se han realizado, los cuales, deberán subsanarse en la forma y conforme al procedimiento establecido.
Por consiguiente, dado que se ha constatado la existencia de una modificación del contrato sin haberse observado el preceptivo trámite procedimental,  nos encontramos ante un supuesto de omisión de la fiscalización previa, que requerirá la oportuna convalidación por el Consejo de Gobierno de conformidad con el artículo 29 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo. Y ello, sin perjuicio de la exigencia de las responsabilidades a que, en su caso, haya lugar y del derecho del contratista a ser resarcido por el enriquecimiento sin causa que obtendría la Administración.  
Teniendo en cuenta que el acta de recepción que obra en el expediente adolece de los defectos que se observan en el presente informe, con carácter previo a la elevación del expediente de convalidación al Consejo de Gobierno, deberá ser levantada nueva acta de comprobación material en la que se describa la situación y circunstancias concurrentes en el objeto de gasto, debiendo el centro gestor elaborar la documentación del modificado del proyecto no tramitado reglamentariamente que posibilite al interventor delegado designado para dicho acto de comprobación material la verificación material de la obra realmente ejecutada.

De conformidad con las consideraciones efectuadas, esta Intervención General, 
RESUELVE

Ratificar el reparo formulado por el Interventor actuante en la comprobación material de la inversión derivada del contrato de obras “Construcción de 6 unidades de E.S.O. y 3 aulas complementarias en el Colegio Federico García Lorca de Camarma de Esteruelas- Madrid”, dado que se ha producido una omisión de la preceptiva fiscalización previa, al haberse apreciado una modificación contractual en el capítulo de la cimentación sin que se hubiese tramitado el preceptivo expediente de modificación del proyecto de las obras de referencia, por lo que de conformidad con el artículo 29 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, no se podrá reconocer la obligación ni tramitar el pago hasta que se resuelva dicha omisión, lo que se pone en conocimiento por si el titular de la Consejería tiene a bien elevar las actuaciones al Consejo de Gobierno, para su convalidación.
De no estar conforme con la presente resolución, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88.1.b) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, podrá elevarse discrepancia ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde la Resolución definitiva.
� Al carácter “ad probationem” del acta de recepción se hace referencia en los informes de esta Intervención General de fechas 11 de marzo de 2003, 8 de mayo de 2008 y 16 de diciembre de 2008, entre otros. 


� Señala la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de octubre de 1980 que: “(…) la específica función de la firma en cuanto gráfica exteriorización del asentimiento a un contenido documental (…)”.
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